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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / FALTA DE LEGITIMACIÓN DE LOS PROCESADOS PARA SOLICITARLA Y PARA RECURRIR LA DECISIÓN NEGATIVA / POR LA EXIMENTE PENAL DE LEGÍTIMA DEFENSA / REQUISITOS / LA RIÑA EXCLUYE LA LEGÍTIMA DEFENSA.
… La Sala es de la opinión que en el presente asunto el Juzgado de primer nivel no debió haber concedido el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del encartado OARC en contra del auto confutado, debido a que dicho sujeto procesal carecía de interés para fungir como recurrente, en atención a que no podía deprecar la solicitud de preclusión porque, acorde con la etapa en la que se encuentra el proceso: la indagación, la Fiscalía era la única legitimada para invocar la preclusión del proceso…
Frente a lo anterior, la Corte, de vieja data, se ha expresado en los siguientes términos:

“La Sala advierte que la postulación y sustentación de los recursos contra la decisión que ordena o no la preclusión, también debe tener origen en la parte habilitada para incoar esa petición. (:::)

“En efecto, no resulta lógico dentro de la sistemática que contempla la Ley 906 de 2004, que en la etapa de indagación e investigación, se permita que una parte diferente interponga y le sea resuelto un recurso (cuando el Fiscal ha renunciado a esos medios de gravamen), pues ello equivaldría, ni más ni menos, a que un sujeto procesal diferente del Fiscal quedase habilitado para postular la preclusión, en oposición manifiesta al mandato legal que concedió esa facultad de manera exclusiva al acusador, tal como quedó cabalmente expuesto en precedencia”. (…)
… la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legitima defensa se encuentra consagrada en el # 6º del artículo 32 del C.P. en virtud de la cual desde el plano de la antijuridicidad se justifica el derecho que le asiste a toda persona de rechazar o de repeler las agresiones injustas provenientes de terceras personas que generen una amenaza o un peligro inminente a algún interés jurídicamente protegido.

De lo expuesto en los párrafos anteriores, la Sala válidamente puede concluir que para que sea posible reconocer que una persona actuó bajo la égida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legítima defensa, y en consecuencia pueda hacerse merecedor de la causal de preclusión consagrada en el numeral 6º del artículo 332 C.P.P. se torna necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: (…)
•
Que el sujeto agente actúe bajo la necesidad de ejercer la reacción defensiva, o sea que no exista otra opción diferente a la cual válidamente pueda acudir.

•
La existencia de una especie de equilibrio o de proporcionalidad, el cual se requiere entre: a) La entidad del ataque y la reacción defensiva, de la que se espera que sea lo menos lesiva posible; b) Los medios desplegados tanto por el ofensor como por el ofendido; c) Los bienes jurídicos en conflicto, de los que se espera que sean equivalentes; d) Las condiciones personales del agresor y del agredido. (…)

… tal como lo adujo el Procurador Judicial, al encontrarse las partes tranzadas en una reyerta, es claro que ambos se encuentran en una reciproca condición antijurídica, lo que implica, por regla general, ante la ilicitud que es propia del escenario de una riña no sea procedente la legítima defensa por tratarse esta última de un fenómeno que excluye la antijuridicidad, exclusión está que no se podría dar si ambas partes se encuentran inmersas en una situación antijurídica.
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	Asunto: 
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	Procede:
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	Decisión:
	Confirma auto recurrido.


VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía y la Defensa, en contra de una decisión proferida por el Juzgado 7º Penal del Circuito local, en las calendas del 29 de abril del año que avanza, en la cual no se accedió a una petición de preclusión deprecada por el Ente Acusador a favor de OARC.  

ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:

Los hechos que dieron origen a la presente investigación tienen su génesis el día 25 de diciembre de 2014 cuando en horas de la mañana de esas calendas en las instalaciones de la policía nacional se recibió una llamada en la que se reportó que en la vereda La Bananera, Corregimiento la Florida de la ciudad de Pereira había sido lesionado en la región frontal izquierda del cráneo con arma blanca “cuchillo” el señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO. En el sitio de los hechos se encontraban además de la víctima la señora JRPF, su pareja el señor OARC y GLUM.

Con la investigación realizada se logró establecer que la señora GLUM tenía antecedentes problemáticos con la victima el señor JHON HERIBERTO OSPINA TORO por cuanto sostenían una relación sentimental. Para el día de los hechos JRPF, OARC y GLUM, una vez terminaron de departir unos tragos con amigos y vecinos del sector, se dirigieron a la vivienda de la señora GLUM, estando al interior de la misma se oyó un ruido muy fuerte en la puerta y se trataba de la víctima el señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO quien estaba muy alicorado e ingresó a la fuerza a esa residencia tomó un cuchillo y comenzó a agredir físicamente a la señora GLUM, al ver esto, JRPF intervino recibiendo también varios golpes por parte de JOHN HERIBERTO motivo por el cual el señor OARC se vio obligado a inmiscuirse, reclamándole a JOHN HERIBERTO por agredir a su cónyuge, ante esto la hoy víctima procedió también agredir a OARC quien para defenderse terminó tranzándose en una riña con el señor JHON HERIBERTO, en medio de ese intercambio de golpes, se le cayó el cuchillo a OSPINA TORO, situación que es aprovechada por OARC quien toma el arma y termina agrediendo a JOHN HERIBERTO como única forma de defenderse.

En este asunto la víctima se mostró renuente a colaborar con la investigación y se negó a rendir declaración de lo ocurrido, además su hermano el señor ROLANDO VALENCIA TORO, obstruyó la administración de justicia, pues intimidó a los testigos y habitantes del sector advirtiéndoles que no dijeran nada referente a los hechos materia de la investigación puesto que ellos harían justicia por sus propias manos.

El 26 de diciembre de 2014 se presentaron ante la Fiscalía 16 Seccional de Vida de Pereira los señores OARC y JRPF quienes afirmaron ser los responsables de las lesiones ocasionadas al señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO, sin embargo no fue posible adelantar las audiencias preliminares ante el Juez de Control de Garantías debido a que no habían defensores disponibles para que representaran a los antes mencionados.

Con base en la anterior información, la Fiscalía General de la Nación (FGN) inició las labores de indagación e investigación de los hechos ocurridos el 25 de diciembre de 2014 en la vereda La Bananera, Corregimiento la Florida de esta ciudad. 

Posteriormente el 25 enero de 2017, la Fiscalía presentó escrito solicitando la realización de audiencia de preclusión de la indagación invocando la causal contenida en el artículo 331 y 332 numeral 2º del C.P.P. que remite al contenido del artículo 32 numeral 6º del C.P. el cual hace alusión a la legítima defensa, por lo cual el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira fijó como fecha para la realización de la audiencia de Preclusión el día 28 de marzo de 2017, día en que se instaló la diligencia para ordenar su aplazamiento toda vez que no se había designado representante de víctimas, ni defensa para los indiciados, fijando como nueva fecha para llevar a cabo la vista pública el 7 de junio de 2017, la cual no se pudo llevar a cabo debido al paro judicial. Con posterioridad a esa fecha, la diligencia se reprogramó en múltiples oportunidades sin resultados exitosos, hasta que por fin se logró efectivizar la vista pública el 29 de abril del año que transcurre.

En la diligencia atrás señalada, el señor Fiscal Delegado solicitó que se ordenara la preclusión de la presente investigación en favor de los ciudadanos JRPF, OARC y GLUM, puesto que los hechos que son materia de investigación acontecieron en el ejercicio legítimo de la defensa de un derecho propio o ajeno tal como lo establece el art. 32 del C.P. numeral 6º, para lo cual hizo un breve recuento de los hechos facticos que rodearon el asunto en mención, indicando que de acuerdo a las labores de investigación e indagación se logró establecer que el señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO, quien es víctima en este proceso, sostenía una relación sentimental con la señora GLUM, relación que tenía antecedentes de violencia. El día de la ocurrencia de los hechos, el señor JOHN HERIBERTO ingresó a la fuerza y en estado de embriaguez a la vivienda de GLUM, la cual se encontraba en compañía de su amiga JRPF y su esposo OARC, estando en el interior de la vivienda JOHN HERIBERTO comenzó a agredir a GLUM, razón por la cual JRPF intervino recibiendo varios golpes de parte de JOHN HERIBERTO, por lo que al percatarse de la situación y observar que su esposa estaba siendo fuertemente agredida, el señor OARC intervino reclamándole airadamente a JOHN HERIBERTO, quien se lanzó sobre este a golpearlo, en medio del forcejeo OARC tomó el cuchillo con el que JOHN HERIBERTO había agredido a GLUM, ocasionándole las lesiones a OSPINA TORO como única forma de defenderse.

Asimismo hizo mención el señor Fiscal a unas entrevistas que se llevaron a cabo durante la investigación en las que la señora LUISA VERÓNICA ECHEVERRY ARROYAVE, quien reside en el sector de los hechos, manifestó que desde antes de que ocurrieran la situación descrita, HERIBERTO siempre había tenido problemas con GLUM por celos, era muy posesivo e indicó que en otra oportunidad presenció como JOHN HERIBERTO le pegó a GLUM en la cara y la tiró contra el piso. Aunado a ello, otra vecina del lugar, la señora LIBET ANDREA ECHEVERRY ARROYAVE, señaló haber presenciado otra situación donde también en forma física, grosera y violenta el señor JOHN HERIBERTO agredió a GLUM. Para la Fiscalía esas narraciones si bien dan cuenta de situaciones distintas a la aquí investigada, permiten entrever el carácter violento de la ahora víctima, y apuntalan la narración de los hechos investigados y por los cuales se solicita la preclusión.

Señaló además que el señor JOHN HERIBERTO OSPINA SALAZAR se negó a rendir entrevista sobre lo ocurrido, fue reacio a colaborar con la investigación, y no quiso ser valorado por medicina legal, sin embargo se logró establecer que la herida la ocasionó el señor OARC actuando como ya se dijo en legítima defensa no solo de su vida sino de la de su esposa la señora JRPF y su amiga GLUM.

Oídos los argumentos del Ente Acusador, el señor Juez le concedió la palabra a los demás sujetos procesales para que se pronunciaran.

- El Procurador Judicial, indicó que al revisar la carpeta del caso encontró que en la situación objeto de estudio se presentan dos problemas jurídicos, el primero de ellos está relacionado con la causal invocada por la Fiscalía, esto es la de la legitima defensa establecida en el # 6º del art. 32 del C.P. y el segundo problema que se analiza consiste en que si es posible de la situación fáctica establecer una tentativa de homicidio o si es necesario cambiar la adecuación típica del comportamiento endilgado al encartado.

Señaló que frente al primer problema jurídico de admitirse como probados los elementos de la legítima defensa estructurados a partir de que se trata de una respuesta a un ataque, inminente, actual que no se podía impedir de otra forma, se debe destacar que desde el año 1948 la Corte Suprema de Justicia ha venido desarrollando el concepto de que no se puede reconocer legítima defensa cuando se trate de riña y que en estos casos lo que ha de reconocerse es una legítima defensa pero en exceso debido a que se está frente a una contienda. Si bien es cierto que el agente agredido irrumpió abruptamente en la residencia donde se encontraban los hoy procesados, no se puede dejar de lado que entre el señor OARC y la víctima hubo una contienda, lo que desdibuja los elementos de la legítima defensa, por lo que en el caso en particular no habría lugar a aceptar la legítima defensa y de aceptarla tendría que reconocerse en exceso 

Con respecto al segundo problema jurídico que tiene que ver con el concepto de la tentativa, hizo un breve resumen sobre las teorías subjetivas y objetivas de la misma, e indicó que la Corte ha establecido que para que se configure la tentativa no basta solamente con que se manifieste el querer del agente sino que además se debe establecer la proximidad de la lesión, la capacidad y la idoneidad de la acción para causar el resultado. Refirió que con los pocos elementos brindados por el representante de la Fiscalía es muy difícil establecer que efectivamente en el presente asunto se constituye una tentativa de homicidio, pues ello no se puede presumir por el solo hecho de que la lesión infringida a la víctima fue en la parte frontal, puesto que no toda lesión ocasionada en la cabeza tiene la entidad suficiente como para poner en riesgo la vida de quien la padece, y en este caso al no existir una valoración médico legal que determine si la lección causada por el encartado OARC al señor OSPINA TORO, pudo o no ocasionarle la muerte, es fácil concluir  que en este caso no está claro si estamos frente a una acción dirigida a causar la muerte o ante un comportamiento que se enmarca en unas lesiones personales, lo que en gracia de discusión, daría lugar a otro manejo de la situación, ya que no existe una valoración médico legal que permita establecer si hubo una incapacidad o unas secuelas, se tendría que acudir bajo el  principio de favorabilidad, a establecer la existencia de unas lesiones personales sin secuelas,  puesto que hay certeza de la lesión pero no de las consecuencias que esta generó en la víctima, por lo que podría la Fiscalía precluir la investigación por imposibilidad de continuar con la misma, en el entendido de que se trata de un delito querellable y al no haber una denuncia lo que se debe hacer es aplicar la causal 1ª del artículo 332 del C.P.P., puesto que la acción no podía continuarse puesto que faltaba un requisito de procedibilidad como es la querella.
Concluyendo que como quiera que el querer de la fiscalía es la preclusión de la investigación, la vía más expedita sería dar aplicación a la causal 1ª del artículo 332 por imposibilidad de proseguir con la investigación la cual ni siquiera se pudo iniciar porque no hubo querella. 

Por lo anterior se le dio nuevamente el uso de la palabra al señor Fiscal con el fin de que se pronunciara frente a lo expresado por el representante del Ministerio Público a lo cual señaló el delegado de la Fiscalía que para establecer la gravedad o el riesgo de una lesión no solo se tiene que acudir a un dictamen de medicina legal, puesto que dada la gravedad de la herida como lo refiere la historia clínica, la ubicación y la proximidad de la misma, se considera que sí se colocó en riesgo la vida de la víctima dando lugar a la configuración de una tentativa de homicidio. En lo referente a la riña a la que hace mención el señor Procurador indica que en el presente asunto nunca hubo una riña. 

Frente a la causal invocada por el Ministerio Público señaló que es una situación que debe ser valorada por el Juez puesto que de un lado la Fiscalía considera que se configuró una tentativa de homicidio y por el otro lado el representante del Ministerio Publico plantea que se está en presencia de unas lesiones personales, siendo ambas teorías posibles y encaminadas a que se decrete la preclusión de la acción penal

- El apoderado de víctimas, expresó que ve viable tanto la teoría propuesta por la Fiscalía como la planteada por el Ministerio Público por lo que ya es el Juez quien debe determinar cuál de las dos se debe aplicar.
- El defensor de GLUM, señaló que en estas situaciones los actos surgen a partir del principio de postulación y es a partir de dicho principio y de la narrativa realizada por el señor Fiscal que se logró establecer que la señora GLUM no tuvo intervención alguna o no exteriorizó ningún tipo de comportamiento tendiente a generar una lesión contra la persona que presuntamente es víctima en este asunto, y por el contrario era su defendida quien estaba recibiendo una agresión por parte del señor JOHN HERIBERTO, lo que generó que un tercero interviniera auxiliándola, por lo tanto es claro que el comportamiento de la señora GLUM no encuadra ni se enmarca en una situación de adecuación típica. Por lo que considera que la solicitud que realizó el delegado de la Fiscalía es válida y lo que busca es brindar mayores garantías a la solicitud de preclusión para que sea el juez quien la avale. 

En ese mismo orden de cosas, considera que este asunto se enmarca en una legítima defensa puesto que de las circunstancias fácticas se vislumbra claramente una injusta agresión, actual e inminente por parte de quien es víctima y la reacción por quien causó la lesión, que lo hizo por proteger un derecho ajeno. Es claro que se trató de una legítima defensa pues téngase en cuenta que se causó una única lesión, puesto que si lo que se buscaba era causar la muerte o un exceso en la legítima defensa, se hubiera generado un acto encaminado a generar una agresión continua a la persona y no un solo acto como ocurrió en este caso.

Finalmente, dijo compartir la solicitud deprecada por el delegado del Ente Acusador, puesto que del acontecer fáctico se evidencia que el actuar de las personas aquí procesadas fue producto de una reacción frente a una agresión actual, inminente e injusta con el fin de neutralizar al agresor y no una situación continua que llevara a pensar que se quería realizar una agresión.

- El defensor de JRPF y OARC, indicó que se adhiere a la petición del señor Fiscal Delegado, teniendo en cuenta que si se configura una legítima defensa del señor OARC, toda vez que era agredido físicamente por JOHN HERIBERTO, quien lo estaba ahorcando por lo que OARC le causó una herida en la cabeza a JOHN HERIBERTO, quien actuó en legítima defensa, en primer lugar de su vida y en segundo lugar de la vida e integridad de su cónyuge.
Refirió que cuando ocurrieron los hechos también se presentó una asonada en la vereda, razón por la cual sus defendidos y la señora GLUM se vieron obligados a salir protegidos por la Policía, teniendo que desplazarse fuera de la ciudad debido a las amenazas del padre de la víctima quien expresó que haría justicia por su propia cuenta.

Por todo lo anterior solicitó que se decrete la preclusión bien sea por la teoría del señor Procurador o por la teoría de la Fiscalía 

La petición de preclusión fue resuelta en audiencia celebrada el día 29 de abril del 2019, en la cual el Despacho precluyó la investigación a favor de las señoras JANTEH JRPF y GLUM, sin embargo decidió denegar la petición de preclusión a favor de OARC, decisión frente a la cual la Fiscalía y la defensa interpusieron y sustentaron el recuro de apelación.
EL AUTO OPUGNADO:

Como se dijo anteriormente se trata de la decisión tomada por el Juzgado 7º Penal del Circuito de esta localidad en desarrollo de la audiencia llevada a cabo el día 29 de abril del corriente año, mediante la cual, después de hacer un esbozo de lo acontecido dentro del proceso materia del presunto delito, decidió no acceder a la petición de preclusión de la acción penal solicitada por la Fiscalía a favor del señor OARC.

El Juez A quo señaló que de acuerdo a la información obrante en el expediente, el problema jurídico que se tiene que resolver en este asunto es si se da o no una causal que amerite la preclusión de la investigación de los hoy procesados, puesto que por un lado se tiene lo solicitado por la Fiscalía que es la preclusión de la investigación a favor de los Procesados con fundamento en una legítima defensa, y por otro lado la tesis del Procurador de que para poder acceder a la preclusión se debe tipificar de manera distinta la conducta penal endilgada acá, puesto que de lo contrario se estaría ante un exceso en la legítima defensa y por ende no se podría precluir el proceso. De tal suerte si se enmarca la conducta en unas lesiones personales, y al no existir una valoración médico legal que permita establecer si hubo una incapacidad o unas secuelas, se tendría que acudir, bajo el principio de favorabilidad, a establecer la existencia de unas lesiones personales sin secuelas, por lo que la Fiscalía podría precluir la investigación por imposibilidad de continuar con la misma, en el entendido de que se trata de un delito querellable y no hay una denuncia. 

Para zanjar lo anterior, el Juez A quo empezó por señalar que contrario a lo dicho por el representante del Ministerio Público, en el expediente si obra un dictamen de medicina legal, realizado el 2 de marzo de 2015 con la ayuda de la historia clínica al señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO, puesto que como ya lo había manifestado la Fiscalía en el presente asunto, la víctima fue muy renuente a colaborar con la investigación. El dictamen en mención, indicó que la lesión se produjo en el cráneo en la región frontal izquierda con un objeto cortopunzante (cuchillo), la cual tenía una profundidad de 10 centímetros, que comprometió gravemente el cerebro y otras estructuras craneoencefálicas, por lo que se puede afirmar que se puso en peligro su vida, generando una incapacidad de 35 días con secuelas médico legales consistentes en deformidad física que afecta el rostro de carácter por definir, ya que para determinar tal punto se requiere una valoración personal
.
Claro lo anterior, señaló el A quo que la teoría que manejaría sería la de una preclusión parcial, en el entendido de que se aceptaría lo pedido respecto de JRPF y GLUM, pero no a favor de OARC por lo siguiente:

· Para el Despacho la fuerza con la que se produjo la herida acreditó que la finalidad de OARC era causar la muerte a JOHN HERIBERTO, puesto que con un cuchillo de cocina atravesó piel, músculo, hueso e ingresó 10 centímetros al cerebro. El Despacho reconoce que hay una legítima defensa pero en exceso, debido a que la herida hubiera podido haber sido en otra parte del cuerpo, sin embargo la misma fue contundente al cráneo, motivo por el cual el delito a tipificar si es el de tentativa de homicidio.

· No obstante lo anterior se observa que no es posible continuar con el ejercicio de la acción penal respecto a JRPF y GLUM debido a que por haber estado en el lugar en el que ocurrieron los hechos, ello no es un presupuesto para establecer una coautoría, además en el presente asunto no se dan los elementos necesarios para que esta se constituya, ya que dentro de las entrevistas no hay nada que indique que desde el momento en que JOHN HERIBERTO entró a la casa la finalidad era matarlo, o que hubo un acuerdo por parte de JRPF y GLUM para agredirlo o matarlo, la finalidad de su actuar consistía en protegerse de las agresiones de JOHN HERIBERTO, y fue luego cuando únicamente OARC decidió tomar el cuchillo y acabar con la vida de JOHN HERIBERTO para salvaguardar su integridad. En conclusión, el único que tuvo esa iniciativa  de atentar contra el bien jurídico de la vida fue OARC.

· Las actuaciones de GLUM Y JRPF se pueden circunscribir a unas lesiones personales, pero como no hay dictamen para esas lesiones ni tampoco una denuncia, se acoge la teoría del Procurador por lo que se debe precluir la investigación en favor de GLUM Y JRPF por imposibilidad de continuar con la acción penal, no así frente a OARC, puesto que con su actuar hubo una la legítima defensa, pero en exceso, pues no cualquier persona pensaría en clavar un cuchillo 10 centímetros en el cráneo de otra persona para salvarse de unas lesiones personales.
Añadió el Juez de instancia que en este asunto resulta necesario aclarar que de acuerdo con los testigos la lesión en el cráneo de la víctima se produjo cuando ya habían dejado de agredir a la señora JRPF, por lo que no había un peligro actual e inminente para ella.

En conclusión con respecto a JRPF y GLUM solo se pueden tipificar unas lesiones personales y habrá de precluirse por imposibilidad de continuar con el ejercicio de la acción penal, puesto que no hay denuncia interpuesta por dichos hechos dentro del término de ley, y respecto a OARC el Juzgado observó un exceso en legítima defensa que no da lugar a que se configure esa causal de exclusión razón por la cual no se le concedió la preclusión.

LA ALZADA:

- La Fiscalía como recurrente, consideró que no le asiste la razón al Juez de Instancia en la determinación que ha tomado, si bien es cierto que de forma parcial resuelve de manera favorable la solicitud elevada ordenando la preclusión en favor de las señoras JRPF y GLUM, no así frente a OARC, considerando que debe continuarse la indagación en contra de él por el delito de tentativa de homicidio puesto que a criterio del Juez hubo un exceso de la legitima defensa.

En primer término pese a que la decisión resulta favorable para JRPF y para GLUM consideró el Fiscal que no es bajo la argumentación dada por el señor Juez ante tal situación, debido a que en el presente asunto la preclusión no se dio porque existieran o no unas lesiones personales sino que frente a esas dos damas lo que debe hablarse es de una ausencia de intervención de ellas en el hecho investigado, siendo esa la causal acertada y real que debe aplicarse en el caso de JRPF y GLUM, adujo que aunque se concedió la preclusión, se dio una falta de nominación adecuada por parte de la Fiscalía debido a que recibió el caso de otro Fiscal y presentó la solicitud con los argumentos expuestos por ese fiscal.

Con respecto a la negativa de precluir en favor de OARC expresó que difiere de esta decisión puesto que el A quo señaló que alguien que decide causar una herida con 10 centímetros de profundidad en el cráneo de otra persona claramente se está excediendo, por lo que la lesión debió haberla propinado en otra parte del cuerpo.

Refirió que lo que resulta de inconformidad para la Fiscalía es que la conducta del señor OARC se deba calificar de acuerdo a la profundidad de la herida que se causó, considerando esta como una valoración subjetiva puesto que ese no es el argumento frente al cual debe determinarse si hubo un exceso o no, pues considera que sí hubo proporcionalidad entre la agresión recibida y la defensa desplegada, puesto que se estaba hablando de un hombre que se encontraba en el piso con su agresor sobre él, por lo que simplemente reaccionó para defenderse, además se debe tener en cuenta que quien inicialmente tenía el cuchillo era JOHN HERIBERTO, por lo que a criterio de la Fiscalía en este caso si obró una legítima defensa, pues esta persona sencillamente reaccionó defendiéndose en forma justa de una agresión injusta en contra de un bien ajeno inicialmente y posteriormente en defensa de su propia vida, por lo que pensar que esos 10 centímetros de penetración constituyen  un exceso en esa legítima defensa es  un concepto muy subjetivo. Dado lo anterior, solicitó que se revoque la decisión del Juzgado 7º Penal del Circuito y en su defecto se ordene la preclusión en favor del señor OARC.
- La Defensa de OARC como recurrente, manifestó que se adhiere a la posición del señor Fiscal en el sentido de que se ordene la preclusión a favor de este ciudadano, toda vez que conforme a la narrativa de los hechos, cuando OARC estaba en el suelo el señor JOHN HERIBERTO se encontraba sobre él ahorcándolo, de manera que no se puede pretender que bajo esas circunstancias él pudiera tener la posibilidad de pensar en qué parte del cuerpo herir al atacante sin excederse en la defensa, pues es claro que cualquier persona ante esa situación lo único que piensa es en defenderse usando para ello lo que tenga a la mano, concluyendo con ello que su defendido no actuó con la intención de causar un daño grave o cegarle la vida a OSPINA TORO, sino pensaba en la forma de quitárselo de encima y esa fue la única forma que halló.

INTERVENCIÓN DE LOS NO RECURRENTES:

- El Representante de Victimas Se mostró conforme con lo decidido por el Juzgado de Instancia.
- El defensor de GLUM, consideró que de las circunstancias fácticas que rodean el caso se logró concluir que el día de los hechos había un ciudadano que estaba en el suelo sufriendo una agresión por parte de otra persona, bajo esa perspectiva esta persona reacciona con el propósito de proteger su integridad personal, lo que hace obvia la legítima defensa. 

Ahora bien, en cuanto a las consideraciones tomadas por el A quo donde se analizaron aspectos como el tipo lesión, el grado y la profundidad de la misma, lo que a juicio del Juez de instancia constituyen un exceso de esa legítima defensa, adujó que la legítima defensa no se puede estructurar a partir del grado de la lesión ocurrida sino a partir del acto origen de la lesión y la acción defensiva, por lo que es claro que es una situación que lleva a valorar el comportamiento humano en este tipo de circunstancias de acuerdo a la regla de la experiencia, pues se debe tener en cuenta que la norma no indica que quien se pretenda defender realice una ponderación de que tan mesurada o no es su reacción frente a ese ataque, puesto que cualquier persona en una circunstancia como esa lo que busca es defenderse y alejar al agresor, por lo que no se le podría exigir, en este caso a OARC, que realizara una actuación mesurada. 

En lo referente a lo dicho por el Fiscal en el sentido de cambiar la causal por la cual se debía decretar la preclusión de su representada, señaló el togado que es claro que GLUM de acuerdo a la narrativa del caso, reaccionó frente a una agresión ilegitima por parte de quien es hoy víctima, mas no se vislumbra en ella la intención de matar, por lo que su comportamiento es atípico y se enmarca dentro de la causal solicitada ratificando así su posición. 
- El Procurador Judicial, en primer lugar se pronunció frente al recurso interpuesto por la Fiscalía, del cual destacó dos aspectos fundamentales: el primero de ellos tiene que ver con la causal elegida por el Despacho para conceder la preclusión a favor de JRPF y GLUM, puesto que considera que tales reparos no tienen sentido, pues a pesar de que el Juez decretó la preclusión por una causal distinta a la considera como correcta por el Ente Acusador, el fin  pretendido este se consiguió, por lo que carece de interés para impugnar una decisión que finalmente le fue benéfica.

Como segundo aspecto, esto es lo relacionado con que se le reconozca al señor OARC que actuó bajo una causal de ausencia de responsabilidad por “legítima defensa”, considera que como en el expediente sí obra un dictamen médico legal donde se dejó claro el por qué estuvo en riesgo la vida del señor JOHN HERIBERTO, se debe retomar su primer argumento donde habló de que en el presente asunto además de una agresión injusta por parte de un tercero se presentó también una riña, por lo que de acuerdo a lo establecido por la Corte en caso de riñas no se puede reconocer una legítima defensa sino un exceso en la misma. En ese sentido, considera que cualquier discusión frente a otros aspectos resulta innecesaria, pues si bien hay que reconocer que OARC actuó con el ánimo de defenderse, no es menos cierto que la acción o el comportamiento realizado para protegerse fue superior al ataque que estaba recibiendo, pues a los golpes que se le propinaban él respondió empleando un medio corto contundente en un sitio evidentemente determinante para la existencia de cualquier persona, razón por que es innegable que se colocó en riesgo la vida del ahora víctima. 
Bajo esas premisas, consideró que le asiste plena razón al Despacho al abstenerse de precluir el proceso en contra de OARC, en el entendido de que si se acepta la legítima defensa debe hacerse considerando un exceso en esta, lo que no conlleva a la preclusión de la investigación.

Finalmente en lo relacionado al recurso de apelación interpuesto por el Defensor se debe destacar como lo ha señalado la Corte dentro del proceso con Radicado 50.660 del 2 agosto de 2017, que no basta con manifestar la inconformidad con la decisión sino que se debe sustentar en debida forma, y a su parecer en este caso la defensa no argumentó en debida forma el recurso por lo tanto se deberá declarar desierto; no obstante, si es del caso estudiar el asunto evidentemente cualquier manifestación iría dirigida a la misma argumentación realizada en precedencia.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- COMPETENCIA:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

De igual manera no se encuentra irregularidad procesal que haga cortapisa al análisis de fondo y en su lugar se deba declarar oficiosamente la nulidad de la actuación.  

- PROBLEMA JURÍDICO:

De lo acontecido, colige la Sala que ha sido propuesto el siguiente problema jurídico: 

¿Logró demostrar la Fiscalía que la lesión causada por el procesado OARC al señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO obedeció a un acto de legítima defensa, el cual excluiría la responsabilidad penal endilgada en su contra, o por el contrario le asiste razón al Juzgado de instancia al afirmar que se dio un exceso en la legítima defensa que no da lugar a que se configure esa causal de exclusión?
De igual forma, como problema jurídico secundario, la Sala encuentra que es necesario hacer pronunciamiento respecto a si le asistía legitimidad a la Defensa para fungir como recurrente.
-SOLUCIÓN:

1) La legitimación de la Defensa para fungir como apelante.

La Sala es de la opinión que en el presente asunto el Juzgado de primer nivel no debió haber concedido el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del encartado OARC en contra del auto confutado, debido a que dicho sujeto procesal carecía de interés para fungir como recurrente, en atención a que no podía deprecar la solicitud de preclusión porque, acorde con la etapa en la que se encuentra el proceso: la indagación, la Fiscalía era la única legitimada para invocar la preclusión del proceso, si nos atenemos a que como consecuencia de las innovaciones que el acto legislativo # 3 del 2.002 le introdujo al artículo 250 de la Carta, mediante las cuales se adoptó el sistema penal acusatorio, se tiene por establecido que, por regla general, la legitimación para deprecar ante la Judicatura la preclusión del proceso le corresponde es a la Fiscalía General de la Nación acorde con las causales consagradas en el artículo 332 C.P.P.

Frente a lo anterior, la Corte, de vieja data, se ha expresado en los siguientes términos:

“La Sala advierte que la postulación y sustentación de los recursos contra la decisión que ordena o no la preclusión, también debe tener origen en la parte habilitada para incoar esa petición.

(:::)

En efecto, no resulta lógico dentro de la sistemática que contempla la Ley 906 de 2004, que en la etapa de indagación e investigación, se permita que una parte diferente interponga y le sea resuelto un recurso (cuando el Fiscal ha renunciado a esos medios de gravamen), pues ello equivaldría, ni más ni menos, a que un sujeto procesal diferente del Fiscal quedase habilitado para postular la preclusión, en oposición manifiesta al mandato legal que concedió esa facultad de manera exclusiva al acusador, tal como quedó cabalmente expuesto en precedencia.
Si la petición de preclusión compete únicamente a la Fiscalía, y las demás partes sólo pueden acudir accesoriamente a coadyuvar o a oponerse a su pedido, la inconformidad con lo resuelto igualmente es de resorte exclusivo de esta parte, contexto dentro del cual los otros intervinientes pueden actuar exclusivamente como no recurrentes, eso es, su actuación se condiciona a que el peticionario recurra, para, ahí sí, participar respaldando o rechazando los recursos de la Fiscalía.

De tal suerte si el órgano investigador está conforme con la decisión judicial y la consecuencia de ello es que no impugna, a pesar de lo cual se habilita a otros intervinientes para recurrir, ello comportaría una perversión del sistema, en tanto por esta vía se permitiría, en contra del expreso mandato legal, que una parte ajena a la Fiscalía solicitara la preclusión, pues ese es el alcance real de un recurso ajeno al ente investigador…”.

Lo antes expuesto, es suficiente para concluir que mal hizo el Juzgado A quo al conceder un recurso de alzada interpuesto por una parte que no estaba legitimada para fungir como apelante, lo cual a su vez repercutirá para que la Sala se inhiba de desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa, si partimos de la base consistente en que la legitimación del recurrente es uno de los presupuestos que dentro del factor funcional le concede competencia a quienes fungen como jueces Ad quem para poder avocar el conocimiento de un recurso de vertical.  

Pese a lo anterior, al aplicar el principio de caridad, la Sala, dentro de lo posible, tendrá en cuenta las discrepancias propuestas por la Defensa como alegatos de no recurrente.
2) Procedencia de la preclusión de la investigación penal adelantada en contra de OARC por presuntamente haber actuado en legítima defensa.

Teniendo en cuenta que la controversia surgida en el presente asunto gira en torno a determinar si en efecto el Procesado OARC actuó o no bajo el amparado de la egida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legitima defensa, la cual a su vez se constituye en una de las hipótesis de preclusión del proceso consignada en el artículo 332 C.P.P. la Sala considera relevante hacer un breve y somero estudio de dicha causal de exclusión de la responsabilidad penal, lo que luego será confrontado con los elementos de juicio allegados a la actuación, para así poder determinar si le asiste o no la razón a la tesis de la discrepancia propuesta por el Fiscal apelante. 

Como ya se ha dicho, la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legitima defensa se encuentra consagrada en el # 6º del artículo 32 del C.P. en virtud de la cual desde el plano de la antijuridicidad se justifica el derecho que le asiste a toda persona de rechazar o de repeler las agresiones injustas provenientes de terceras personas que generen una amenaza o un peligro inminente a algún interés jurídicamente protegido.

De lo expuesto en los párrafos anteriores, la Sala válidamente puede concluir que para que sea posible reconocer que una persona actuó bajo la égida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legítima defensa, y en consecuencia pueda hacerse merecedor de la causal de preclusión consagrada en el numeral 6º del artículo 332 C.P.P. se torna necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

· La existencia de una agresión actual o inminente, por lo que se requiere que la reacción del sujeto agente guarde una especie de coetaneidad en lo que atañe con la repulsa de la amenaza o del ataque al que sea sometido.

· Que la agresión o amenaza sea injusta o ilegitima, o sea que no exista una razón válida que justifique o ampare el accionar del atacante. 

· Que el sujeto agente actúe bajo la necesidad de ejercer la reacción defensiva, o sea que no exista otra opción diferente a la cual válidamente pueda acudir.
· La existencia de una especie de equilibrio o de proporcionalidad, el cual se requiere entre: a) La entidad del ataque y la reacción defensiva, de la que se espera que sea lo menos lesiva posible; b) Los medios desplegados tanto por el ofensor como por el ofendido; c) Los bienes jurídicos en conflicto, de los que se espera que sean equivalentes; d) Las condiciones personales del agresor y del agredido.

· El ánimo de defensa, en cuya virtud se pregona que el sujeto agente debe actuar con la intención de defenderse.

· La existencia de medios de conocimiento que de manera cierta, indubitable e indiscutible demuestren la ocurrencia de la causal de preclusión. 

Al confrontar todo lo antes expuesto con los medios de conocimiento aducidos por el Ente Acusador para soportar la petición de preclusión deprecada ante el Juzgado A quo, en un principio la Sala encuentra lo siguiente: 

· La víctima JOHN HERIBERTO OSPINA TORO presentó una herida en la región frontal izquierda del cráneo que se determinó que fue causada por arma cortopunzante
 (cuchillo), el cual atravesó en una profundidad de 10 centímetros el parénquima cerebral frontotemporal adyacente, la línea media y su punta se aloja en la región gangliobasal derecha, asociado a la presencia de pequeña área de contusión hemorrágica frontal izquierda. De igual forma el informe pericial de Clínica Forense  estableció una incapacidad médico legal definitiva de 35 días y una deformidad física que afecta el rostro de carácter por definir, destacando en dicho informe que la lesión ocasionada al señor JOHN HERIBERTO OSPINA TORO comprometió gravemente el cerebro y otras estructuras craneoencefálico, por lo cual se puede afirmar que se puso en peligro su vida, es decir que de no haber mediado la oportuna intervención quirúrgica se hubiese producido su muerte con altísima probabilidad.

· Frente a las lesiones que recibió el señor OARC, solo se tiene conocimiento que las mismas son referenciadas en las entrevistas que él rindió, donde dice que “(…) él me tumbó al suelo, y me estaba golpeando, veo el cuchillo en el suelo, y cojo el cuchillo y el señor me agarra del cuello, me daba puños, yo estaba reventado la cara.” (Fl.134) 
De lo anterior, se puede concluir claramente que el ahora Procesado, a pesar de haberse presentado al día siguiente de los hechos ante las autoridades competentes, en ningún momento fue valorado por médico legista, o cualquier otro galeno que determinara el tipo de lesiones que presentaba con ocasión del ataque del que fue víctima por parte del señor JOHN HERIBERTO.

Por otra parte, y respecto a cómo sucedieron los hechos, se tiene lo dicho por los señores JRPF, OARC y GLUM en unas entrevistas absueltas ante la Policía Judicial. De igual forma no se puede ignorar que la víctima se negó a rendir declaración sobre lo ocurrido y que no se pudo contar con la colaboración de los testigos presenciales del hecho punible debido a que estos fueron intimidados y amenazados por el hermano de la víctima el señor ROLANDO VALENCIA TORO. 
Al revisar las entrevistas en mención, encuentra la Colegiatura que efectivamente las mismas narran el momento en que la hoy víctima ingresó por la fuerza, y en estado de embriaguez, a la vivienda de la señora GLUM y comenzó a agredirla, razón por la cual la señora JRPF intervino con el fin de auxiliarla, motivando con ello que JOHN HERIBERTO comenzara a golpearla, situación que originó en OARC la necesidad de intervenir en el asunto, yéndose a los golpes con el agresor de su cónyuge y su amiga, lo que culminó cuando OARC hirió con un cuchillo a JOHN HERIBERTO en el cráneo, arma blanca esta que no portaba JOHN HERIBERTO en el momento en el que estuvo enfrascado en una contienda con OARC.
En ese orden de ideas, no ofrece discusión alguna el hecho de que el señor JOHN HERIBERTO irrumpió a la vivienda de la señora GLUM y comenzó no solo a atacarla a ella sino también a la señora JRPF quien intervino para ayudarla, sin embargo y de acuerdo a lo narrado en las entrevistas, si bien el señor OARC inicialmente actuó debido a una agresión injusta por parte del señor JOHN HERIBERTO a las dos damas en mención, también se evidenció que en ese acto de defensa terminó tranzándose en una riña con la ahora víctima, como lo manifestó él mismo en su declaración “(…) entonces se me va encima y me responde con golpes, y yo le respondo de la misma manera, en ese momento estábamos peleando, forcejeando” (FL 137), a lo que también se refirió GLUM “ (…)Se metió el marido de la muchacha y ahí fue cuando se pusieron a pelear ellos dos y fue cuando paso todo eso, el muchacho este, el marido de la muchacha se le abalanzó a él con el cuchillo y pasó eso.” (FL 95)

Como se puede observar, de los medios de conocimiento aducidos por la Fiscalía, se desprende que lo acaecido entre JOHN HERIBERTO OSPINA TORO y OARC, era algo más bien propio de un escenario de una riña, la cual se caracteriza porque:

“(…) el fenómeno de la riña implica la existencia de un combate en el cual los contendientes, situados al margen de la ley, buscan causarse daño a través de mutuas agresiones físicas. (Sent. Cas. dic. 16/99. M.P. Mejía 
Escobar.Rad. 11.099). 

Esto no significa, desde luego, afirmar que en la comisión de los delitos de homicidio y lesiones personales no haya agresión, pues de otra manera no podría entenderse la forma en que se produce la afectación al bien jurídico de la vida o la integridad personal. Lo que en realidad diferencia la riña de la legítima defensa, no es la existencia de actividad agresiva recíproca, ya que, es de obviedad entender, ésta se da en ambas situaciones, sino además la subjetividad con que actúan los intervinientes en el  hecho, que en un caso, el de la riña, corresponde a la mutua voluntariedad de los contendientes de causarse daño, y en el otro, el de la legítima defensa, obedece a la necesidad individual de defenderse de una agresión ajena, injusta, actual o inminente, es decir, no propiciada voluntariamente…”
.
De igual manera, tal como lo adujo el Procurador Judicial, al encontrarse las partes tranzadas en una reyerta, es claro que ambos se encuentran en una reciproca condición antijurídica, lo que implica, por regla general, ante la ilicitud que es propia del escenario de una riña no sea procedente la legítima defensa por tratarse esta última de un fenómeno que excluye la antijuridicidad, exclusión está que no se podría dar si ambas partes se encuentran inmersas en una situación antijurídica. La única excepción para la procedencia de la legítima defensa en una riña, se daría en aquellos eventos en los cuales alguno de los combatientes desequilibre la contienda o la gresca, lo que sí avalaría para que uno de los rivales pueda hacer uso de las herramientas del caso con el fin de repeler la ventajosa agresión de su contraparte.
Sobre lo anterior, la Corte se ha expresado de la siguiente manera: 

“Pues bien, en el entorno de una riña, dada su naturaleza ilícita, por cuanto sus protagonistas tienen la intención de causarse daño recíproco, no es viable, en principio, reconocer la excluyente punitiva de la legítima defensa, salvo cuando los contrincantes rompen las condiciones de equilibrio del combate…”
. 

Acorde con lo anterior, al hacer un análisis de los medios de conocimiento allegados por la Fiscalía, los mismos no generan absoluta certeza de que la agresión que con un arma blanca le infligió OARC a JOHN HERIBERTO, se debió como consecuencia a que este ultimó desequilibró la reyerta en la cual ambos se encontraban tranzados, y más por el contrario lo que hasta ahora se desprende de dichas pruebas es que ambos se encontraban intercambiando golpes, tranzados en una especie de forcejó que tenía lugar en el suelo, cuando de repente OARC utilizó un arma blanca para agredir a su rival. Es de anotar que dicha arma blanca se encontraba en el escenario de los acontecimientos debido a que al parecer en un principio fue empleada por JOHN HERIBERTO para intimidar a las Sras. JRPF y GLUM, altercado en el cual el cuchillo fue a parar al suelo; pero de igual manera no se puede desconocer que cuando OARC y JOHN HERIBERTO protagonizaban la contienda, este último no estaba armado de dicho cuchillo.

Si a lo antes expuesto, le aunamos que la parte interesada en pedir la preclusión del proceso, tiene en su haber la carga probatoria de llevarle al Juez Cognoscente los medios de conocimiento con los cuales de manera clara, precisa e indubitable pueda demostrar la ocurrencia de la causal de preclusión deprecada, como bien lo ha destacado la Corte en los siguientes términos: 

“La fuerza de cosa juzgada que entraña la preclusión, como decisión que pone fin al ejercicio de la acción penal de manera anticipada, exige que la causal que la funda se encuentre demostrada de manera cierta o, lo que es igual, que respecto de la misma no exista duda o posibilidad de verificación contraria con un mejor esfuerzo investigativo (CSJ AP, 24 jun. 2008, Rad. 29344; CSJ AP, 27 sept. 2010, Rad. 34177; y CSJ AP, 24 jul. 2013, Rad. 41604).

En tales condiciones, si la Fiscalía acredita en debida forma alguna de las causales previstas por el artículo 332 del Código de procedimiento Penal, corresponde al Juez de conocimiento decretar la preclusión….”
.
Acorde con todo dicho en el presente proveído, es claro que la Fiscalía con los medios de conocimiento aducidos en el presente asunto no pudo demostrar que el procesado OARC actuó en legítima defensa cuando agredió con un arma blanca a JHON HERIBERTO OSPINA TORO en el devenir de una riña protagonizada por ambos.

Siendo así las cosas, la Sala es de la opinión que no le asiste razón a la inconformidad formulada por el recurrente en contra de la providencia confutada, la cual ha de ser confirmada.

Finalmente, en lo que atañe con los demás reproches que el apelante ha efectuado en contra del auto opugnado, los cuales tiene que ver con la causal de preclusión con la que fueron favorecidas las Sra. JRPF y GLUM, pese que en un principio se podría decir que el apelante no estaría legitimado ya que en últimas el Juzgado de primer nivel accedió parcialmente a sus pretensiones, no se puede desconocer que la preclusión proferida en favor de las procesadas JRPF y GLUM, se cimentó en la causal 1ª del artículo 332 C.P.P., decisión que para esta Colegiatura se basó en un supuesto errado, o sea el consistente en que en el presente asunto se estaba en presencia de una hipótesis de imposibilidad del ejercicio de la acción penal, por tratarse de un delito querellable respecto del cual el querellante legítimo no deprecó la correspondiente querella. Lo que no es correcto, porque la única prueba habida en el proceso, o sea el dictamen forense expedido por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, nos enseña que la entidad y lesividad de las lesiones ocasionadas al ofendido no eran las propias de un delito de lesiones personales querellable, por lo que obviamente en el presente asunto no sería procedente la causal de preclusión con la que se sobreseyó el proceso, porque se estaba en presencia de un delito de investigación oficiosa, que en momento alguno conspiraba de manera negativa en contra del ejercicio de la acción penal. 

Pese a lo anterior, no se puede desconocer que los medios de conocimiento habidos en la actuación demostraban que las procesadas  JRPF y GLUM no tuvieron arte ni parte en las lesiones infligidas a  JHON HERIBERTO OSPINA TORO, porque las mismas fueron ocasionadas por parte de OARC en el devenir de una riña protagonizada solo por Ellos dos. 

Por lo tanto, si estaba demostrado que las Procesadas no participaron en la comisión del delito, tal como lo adujó la Fiscalía, debieron ser favorecidas con la causal de preclusión del # 5º del artículo 332 C.P.P. la cual es del siguiente tenor: 

“Ausencia de intervención del imputado en el hecho investigado….”.

Ahora, como se dijo con antelación, se podría decir que la Fiscalía no estaba legítima para fungir como apelante por ausencia de interés para recurrir debido a que obtuvo lo que buscaba: la preclusión del proceso adelantado en contra de las Sras. JRPF y GLUM, lo que no es cierto si nos atenemos a los efectos extrapenales de la causal de preclusión con la cual fueron favorecidas las Procesadas de marras, los que en momento alguno las exime de estar expuestas a una eventual responsabilidad civil extracontractual, puesto que yacía la sombra del supuesto consistente en que las indiciadas con su accionar sí le ocasionaron un daño a la integridad física del Ofendido. Lo cual no sucedería en el evento de la causal de preclusión del numeral 5º del artículo 332 C.P.P. porque al estar demostrado que Ellas no cometieron el delito, es más que obvio que de igual forma se encuentran eximidas de cualquier tipo de responsabilidad civil extracontractual, como bien se desprende del contenido del artículo 57 de la Ley 600 de 2000, aplicable al presente asunto como consecuencia de los principios de integración y coexistencia, el cual reza: 

“La acción civil no podrá iniciarse ni proseguirse cuando se haya declarado, por providencia en firme, que la conducta causante del perjuicio no se realizó o que el sindicado no lo cometió o que obró en estricto cumplimiento de un deber legal o en legítima defensa….”.

Siendo así las cosas, la Sala corregirá el auto confutado, en el sentido de establecer que la causal de preclusión por la cual han sido favorecidas las procesadas JRPF y GLUM no es la consagrada en el numeral 1º del artículo 332 C.P.P. sino la del numeral 5º del artículo 332 ibídem.   
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el proveído proferido el 29 de abril de 2019 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, en la cual no se accedió una petición de preclusión deprecada por el Ente Acusador dentro de la investigación penal que se le sigue al señor OARC, por incurrir presuntamente en la comisión del delito de tentativa de homicidio.

SEGUNDO: ACLARAR el auto confutado, en el sentido de establecer que la causal de preclusión por la cual han sido favorecidas las Procesadas JRPF y GLUM no es la consagrada en el # 1º del artículo 332 C.P.P. sino la del # 5º del artículo 332 ibídem.   

TERCERO: ABSTENERNOS de desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del procesado OARC, en contra de la aludida providencia adiada el 29 de abril hogaño.

CUARTO: Declarar que en contra de la decisión de confirmar la negativa de preclusión no procede recurso alguno, mientras que en contra de la relacionada con inhibirnos de resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del procesado OARC, solo procede el recurso de reposición, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de las oportunidades de ley.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
�� Informe Pericial de Clínica Forense, realizado por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses al señor John Heriberto Ospina Toro.


� Folio 51 del cuaderno de pruebas. 


� Corte Suprema de Justicia SP, sentencia del 26 jun. 2002, rad. 11679, M.P. Fernando Arboleda R.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 21septiembre de 2009. Rad. # 28940.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª Instancia del 10 de agosto de 2.016. AP5151-2016. Rad. # 48204.
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